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Resumen 
La expedición de la Ley 142 de 1994, establece el régimen de prestación que rigen el sector de los 
servicios públicos domiciliarios. Dicha norma tiene la función de crear el marco general bajo el 
cual se rige la prestación de los servicios públicos domiciliarios en el Estado colombiano. Uno de 
los cambios más relevantes que trajo la Constitución de 1991 en esta materia y que desarrolla esta 
ley, es abrir paso a la privatización de estos servicios públicos permitiendo que los particulares se 
constituyan en empresas prestadoras y que los agentes privados participen como empresas 
prestadoras, buscando cambiar la concepción antigua que se tenía del tema, en cuanto a que se 
consideraba un asunto exclusivo del Estado. La investigación que se plantea mediante la realización 
de este artículo establecerá el alcance y la importancia que tienen los servicios públicos 
domiciliarios desde la perspectiva de los Derechos Fundamentales en Colombia; esto desde los 
pronunciamientos que sobre el tema ha realizado la Corte Constitucional y la doctrina especializada 
en la materia. 
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The issuance of Law 142 of 1994 establishes the provision regime that governs the home public 
services sector. Said norm has the function of creating the general framework under which the 
provision of public domiciliary services in the Colombian State is governed. One of the most 
relevant changes brought about by the 1991 Constitution in this matter and developed by this law, 
is to open the way to the privatization of these public services, allowing individuals to become 
provider companies that private agents participate as provider companies, seeking change the old 
conception of the subject, in that it was considered an exclusive subject of the State. The research 
that arises through the realization of this article seeks to determine the scope and importance of 
home public services from the perspective of Fundamental Rights in Colombia; this from the 
pronouncements that the Constitutional Court has made on the subject and the specialized doctrine 
on the subject. 
Key Words: Colombia, Fundamental Rights, Law 142 of 1994, Domiciliary Public Services, 
Provider Companies, Suspension of the Service. 
 
Sumario. 
Introducción. 1. Los Derechos Fundamentales en la Constitución política de 1991. 2. La evolución 
del Estado y la prestación de servicios públicos. 3. Servicios públicos domiciliarios como garantía 




El Constituyente de 1991 concibe al Estado colombiano como un Estado Social de Derecho que 
fundamenta toda su esencia, en el respeto de la dignidad humana y la búsqueda de condiciones de 
vida digna para la población, a través precisamente, de los fines sociales que se han establecido a 
lo largo de la carta política.  
 
Desde dicha óptica, los servicios públicos domiciliarios responden a las necesidades básicas de la 
población, y en consecuencia el Estado debe velar porque su prestación se realice de manera 




necesidades y tener unas condiciones de vida digna. Así, el Estado conservó la facultad regulatoria 
sobre estos.  
 
En consecuencia, uno de los propósitos de la presente investigación es poner de presente la 
importancia de la prestación de los servicios públicos domiciliarios en términos de eficiencia y 
calidad, al observar que los mismos están plenamente ligados con los Derechos Fundamentales de 
los individuos constituyendo elementos esenciales para el desarrollo de la dignidad humana, el 
derecho a la salud y el derecho a la alimentación, entre otros.  
 
Por ello el planteamiento a resolverse en la presente disertación jurídica se centra en la 
determinación de ¿Por qué los servicios públicos domiciliarios deben ser considerados como 
necesarios para la garantía de los Derechos Fundamentales de las personas en Colombia? así 
entonces, se ha planteado como objetivo principal analizar el alcance que tienen los servicios 
públicos como Derechos Fundamentales y en qué momento se vulneran los mismos por la 




Respecto de la metodología es importante señalar que el presente artículo de reflexión fue 
desarrollado a partir de una metodología de tipo documental descriptiva la cual se fundamenta en 
una análisis doctrinal y jurisprudencial hermenéutico, que como lo advierte Agudelo (2018) se 
concentra en explorar una serie de aportes académico sobre el tema a investigar y sobre lo cual el 
autor construye sus conclusiones propias del tema. 
 
1. Los Derechos Fundamentales en la Constitución política de 1991. 
Los Derechos Fundamentales o Grundrechte desde el paradigma propuesto por el jurista alemán 
Robert Alexy, son considerados como los derechos más importantes de las personas, protegidos 
por la Constitución, pueden hacerse valer frente Estado y la sociedad en general (citado por Pulido, 
2007). Precisamente la Constitución de 1991 define un catálogo de derechos que se consideran 
fundamentales, con la consideración de que estos dan al ser humano las condiciones necesarias 




En otras palabras, el concepto de Derecho Fundamental necesariamente está ligado con el concepto 
de dignidad humana de los individuos, por lo tanto los servicios públicos domiciliarios son parte 
fundamental de una vida en condiciones dignas  y hacen parte del desarrollo íntegro de las personas, 
por otra parte, se evidencia la importancia de la participación de los pueblos indígenas, étnicos y 
tribales en las decisiones que puedan llegar a afectarlos, teniendo en cuenta que dicha participación 
les permitirá discutir aquellas medidas que consideren, pueden tener una afectación grave de sus 
costumbres, su naturaleza, su cosmovisión del territorio entre otros, que son aspectos esenciales de 
la supervivencia de estas comunidades.  
Por su parte, Ferrajoli explica en su obra Fundamento de los Derechos Fundamentales, que dichos 
derechos desde una perspectiva puramente formal o estructural son derechos que constituyen la 
esencia del ser humano, y en esa medida le permiten alcanzar el status de persona, es decir buscan 
permitir al ser humano desarrollarse como tal (Ferrajoli, 2001, p. 19).  
Es necesario entonces entender los derechos subjetivos, como una expectativa de categoría positiva 
(de prestación) y, como un mandato de categoría negativa, en donde el eje central es la prohibición 
de lesión, atribuible a los sujetos por una Ley, la cual se encuentra integrada por las reglas – 
entendidas como normas que exigen algo determinado, son mandatos definitivos cuya aplicación 
se da a través de la subsunción (Portocarrero, 2016, p. 25) –, por los principios que son mandatos 
de obligatorio cumplimiento considerados como normas jurídicas (Prieto, 2015, p. 40), y 
directrices políticas. 
Ahora bien, en el marco del Estado colombiano en la Constitución política de 1991 se consagran 
una serie de derechos que se consideran como fundamentales, estos tienen su fundamento en el 
respeto y la garantía de las libertades del individuo, y están ligados a la dignidad humana, 
precisamente la importancia de estos derechos llevo al constituyente a crear un mecanismo de 
protección directa de los mismos, a saber, la acción de tutela.  
Frente a los Derechos Fundamentales, la Corte Constitucional en sentencias como la C-372-11 y 
la C-143-15, entre otras, se ha advertido que deben considerarse como tal a aquellos que se centran 
en la búsqueda de la dignidad humana, y con ello posibilite que los individuos puedan construir su 
proyecto de vida en la sociedad. Así mismo, sobre los derechos subjetivos, concretamente advierte 




funcionalmente necesario de una determinada disposición o renuncia (que puede traducirse en 
derecho subjetivo) y el consenso existente en cada situación (la doctrina de la constitución) (Corte 
Constitucional, Sentencia T-227 de 2003).  
Ahora bien, lo anterior se relaciona con los servicios públicos domiciliarios, evidenciando que la 
Carta Política de 1991 señala que Colombia es un Estado Social de Derecho, que contempla dentro 
de sus principios fundamentales el respeto por la dignidad humana y así mismo señala como fines 
esenciales del Estado, servir a la comunidad, promover la prosperidad general y disponer de lo 
necesario para que se garanticen a plenitud las disposiciones constitucionales.  
Aunado a lo anterior, el constituyente señaló que los servicios públicos son inherentes a la finalidad 
social del Estado, y advirtió que es una de las obligaciones de la administración velar porque exista 
una cobertura efectiva frente a la prestación de servicios públicos en todo el territorio (Ochoa, 
2011). Para cumplir lo anterior, se decide privatizar la prestación de los servicios públicos 
domiciliarios, integrando a los particulares a la prestación de estos, cuya finalidad principal fue 
aumentar considerablemente en la cobertura de estos en el territorio nacional.  
No obstante, teniendo en cuenta que los servicios públicos domiciliarios satisfacen necesidades 
básicas de los habitantes del territorio colombiano, y en ese sentido están ligados intrínsecamente 
con el concepto de dignidad humana, y procura existencial, el desarrollo de esta actividad debe 
estar sometida a la regulación, inspección, control y vigilancia del Estado. Sin dejar de lado, que 
los particulares que presten dichos servicios están amparados en los principios de libertad 
económica, libre empresa, iniciativa privada y la libre competencia. 
Es necesario en esta medida entrar a analizar la incidencia que tiene la prestación de los servicios 
públicos domiciliarios y el concepto de dignidad humana y procura existencial, que se verá a 
continuación.  
2. La evolución del Estado y la prestación de servicios públicos.  
El Estado es una organización que ha tenido una serie de cambios con el transcurso del tiempo, 
precisamente esas transformaciones han permitido que se reconozcan una gama de derechos y 
garantías a favor de los asociados, muchos de estos producto precisamente de las revoluciones que 




Desde ese orden de ideas, el origen del Estado tiene diversas concepciones y teorías ya que la 
organización estatal se entiende desde diversos puntos de vista, en ese sentido existen diversas 
teorías funcionalistas que señalan que el Estado surge debido a la necesidad de la sociedad de 
funcionar armónicamente y de esta manera poder suplir las necesidades de todos los habitantes de 
un territorio, por otra parte existen teorías que señalan que el surgimiento del Estado se deriva de 
los conflictos y la necesidad de crear sistemas que logren resolverlos (Marquardt, 2018).  
Si bien ambas teorías tienen un sustento histórico, lo cierto es que el transcurso del tiempo ha 
llevado a los individuos y las sociedades a exigir cambios en las organizaciones estatales, 
reivindicando sus derechos y estableciendo limitaciones al poder público. Precisamente, al respecto 
Weber (1944) señala la importancia de la participación ciudadana en la formación del Estado, para 
que los mismos gocen de legitimidad por parte de la sociedad y en esa medida obedezcan las 
normas que se expidan por estos, suscribiéndose a las mismas de manera voluntaria y no por la 
coacción que puede ejercer el Estado.  
En el marco precisamente de los avances anteriores, se abre paso el constitucionalismo que como 
lo señala Carbonell & Barney, (2015) surge con la declaración de independencia de Estados Unidos 
y la expedición de la Constitución de Filadelfia, los aspectos esenciales de esta Constitución es el 
reconocimiento de Derechos Fundamentales del ser humano, pero además reconoce también 
derechos colectivos.  
Ahora bien, en Colombia el Estado constitucional se afianza con la expedición de la Constitución 
Política de 1991, describe a Colombia como un Estado Social de Derecho. Esta noción tiene su 
origen en Alemania inicialmente con el reconocimiento de derechos sociales en la Constitución de 
Weimar, y posteriormente con Ley Fundamental de la República Federal de Alemania de 1949, 
que en su artículo 20 señala que Alemania es un “Estado federal democrático y social” (Villa Borda, 
2007).  
Aun así, el Estado social de Derecho es una concepción de Estado que tiene como fundamento la 
igualdad material entre los asociados, y esto se logra a partir de la consagración de derechos del 
Estado bajo el componente de justicia social. Esto implica proteger los derechos sociales como el 





En consecuencia, frente a la prestación de servicios públicos se debe resaltar que la Carta Política 
de 1991, considera esta la prestación de estos, como inherentes a la finalidad social del Estado, así 
que es deber del Estado asegurar su prestación directa, o por intermedio de particulares o 
comunidades organizadas, pero siempre bajo la regulación y vigilancia del Estado. Así mismo y 
considerando lo expresado por Navas et al. (2020) respecto de que el “derecho constitucional ha 
dejado de ser de exclusividad de los sistemas normativos internos, ahora impregnado por las normas 
convencionales” (p.505) lo que hace necesario evaluar desde la perspectiva internacional.  
 
Lo anterior, tiene su fundamento en la concepción de la noción de servicio público que surge de la 
escuela del servicio público, cuyo máximo exponente es Duguit (1926) que considera que la 
esencia del Estado es ser un instrumento al servicio de sus asociados y en esa medida al garantizar 
la prestación de los servicios públicos responde la satisfacción y el bienestar de estos.  
 
1.1 Marco constitucional y legal de la intervención del Estado en Servicios Públicos 
Domiciliarios: 
 
Para comenzar es importante indicar que la noción del servicio público tiene su origen en la escuela 
francesa de Burdeos, con León Duguit a la cabeza quien concibe los servicios públicos como 
aquellas actividades esenciales para la satisfacción de las necesidades básicas de los asociados de 
un Estado, la prestación de estos entonces es un deber del Estado en virtud del interés general 
(Echeverry Uruburu, 2013). 
 
Alrededor del concepto de servicio público, la Corte Constitucional ha advertido que esta noción 
hace referencia a que ella puede concebirse desde distintas perspectivas, por ello no existe una 
definición unívoca y únicamente formal de este concepto, por el contrario “en ella subyacen 
también aspectos materiales relacionados con el cumplimiento de los fines del Estado y bienestar 
general de los asociados, ya sea de manera directa por las autoridades estatales o bien con el 
concurso de la empresa privada” (Corte Constitucional, Sentencia C-378 de 2010).  
Sin embargo, el Constituyente de 1991 prevé en el Capítulo 5, los objetivos sociales del país y la 




económico y las finanzas públicas, y se relaciona de manera directa con la preponderancia de lo 
anterior.  
Precisamente en el artículo 334 de la Carta política se indica expresamente que el Estado tiene a su 
cargo la dirección general de la economía, para lo cual podrá intervenir en ciertas actividades a fin 
de garantizar la calidad de vida de sus habitantes en condiciones dignas, y el bienestar social 
general.  
En este mismo sentido, en el artículo 365 se consagra de manera explícita que los servicios públicos 
pueden ser prestados por el Estado de manera directa, en caso de que ello sea necesario a fin de 
garantizar el servicio, por comunidades organizadas, o por particulares (Velásquez, 2009). No 
obstante, lo anterior, se deja claro por parte del constituyente que estará en cabeza del Estado la 
regulación, la vigilancia y el control de dicha prestación en consideración a que es este 
precisamente quien debe garantizar su prestación eficiente. 
Como se evidencia, este artículo fija una forma de intervención estatal en el ámbito de los servicios 
públicos, que se circunscribe específicamente a través de la función de regulación que establece 
las reglas bajo las cuales debe dar la prestación de los servicios públicos, cuyo fin es orientar el 
interés de los particulares en virtud de la eficiencia (Corte Constitucional, Sentencia C-150 de 
2003).  
En otras palabras, la regulación económica le permite al Estado fijar las reglas de juego dentro de 
un mercado específico, en este caso en el sector de los servicios públicos donde la carta política 
autorizó la concurrencia de particulares. En consecuencia, las normas abarcan el ámbito económico 
y jurídico, y buscan que los actores del mercado cumplan con el objetivo de prestar los servicios 
públicos de manera eficiente.  
Por otra parte, Posner (1964) concibe la regulación económica, en si misma se considera una forma 
de intervención del Estado que define como una imposición de reglas por parte del Estado sobre 
aquellos agentes, en este caso empresas prestadoras de un servicio público que participan en el 
mercado, esto con una finalidad de corregir las fallas de mercado y adicionalmente prevenir que 




Así mismo, el artículo 367 de la Constitución política de 1991 señala respecto de los servicios 
públicos domiciliarios, que es el Legislador quien debe diseñar su régimen de prestación y fijar 
criterios sobre la tarifa, su cobertura y calidad. Inclusive, como lo menciona Ochoa (2011) faculta 
a los municipios para crear empresas de servicios públicos, cuando no exista un particular 
interesado, esto con la finalidad de satisfacer las necesidades básicas de los habitantes del territorio 
colombiano. Y a su vez el artículo 370 señala que es el Presidente de la República quien debe 
señalar las políticas sobre prestación y control de la eficiencia en materia de servicios públicos 
domiciliarios.  
Esto, tiene plena concordancia con los fines del Estado Social de Derecho, como lo ha señalado la 
Corte Constitucional que, si bien el Estado debe garantizar la prestación de los servicios públicos 
domiciliarios, no es obligación que este deba prestarlos directamente, salvo condiciones especiales. 
Precisamente en virtud de dicha obligación se reservó la regulación de este tipo de servicios 
públicos, es decir las reglas bajo las que operan los prestadores (Corte Constitucional, Sentencia 
C-041 de 2003). 
Ahora bien, la institucionalidad en el sector de servicios públicos domiciliarios se fija 
concretamente a través de la expedición de la Ley 142 de 1994, a través de la cual se expide el 
régimen de los servicios públicos domiciliarios y cuyo ámbito de aplicación en su momento para 
los “servicios de los de acueducto, alcantarillado, aseo, energía eléctrica, telefonía pública básica 
conmutada, telefonía móvil rural, y distribución de gas combustible” (Corte Constitucional, 
Sentencia T-338 de 2017), no obstante, es menester señalar que de acuerdo a lo previsto en el 
artículo 73 de la Ley 1341 de 2009 modifica el ámbito de aplicación de la Ley 142 de 1994 sobre 
los servicios de telecomunicaciones, por ello en la actualidad estos se rigen mediante otras 
disposiciones.  
Es importante advertir que las normas referentes a la prestación son de competencia exclusiva del 
poder legislativo, y el Gobierno a través de sus ministros del ramo correspondiente será quien se 
encargue de reglamentar dichas normas, así mismo el Gobierno Nacional a través del Departamento 
Nacional de Planeación y el Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES en 




La regulación económica por su parte es proferida por unidades administrativas especiales, 
adscritas a los ministerios de su ramo denominadas comisiones de regulación, y las mismas son las 
encargadas de expedir la reglas económicas y de mercado para cada uno de los servicios públicos 
domiciliarios, y por último la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios tiene a su cargo 
la inspección, vigilancia y control de las empresas prestadoras. 
En consecuencia, las Comisiones de regulación ejercen la función de regular los servicios públicos 
domiciliarios dentro del marco constitucional y legal, dicha función se delega por el Presidente de 
la República. En efecto, Atehortúa (2016) expresa que la figura de las Comisiones de Regulación 
surge en Estados Unidos, ello teniendo en cuenta que en su momento se generó la necesidad de 
crear unas agencias independientes que fijaran reglas en ciertos mercados. En Colombia no se toma 
la figura tal cual, ya que estas comisiones son entidades del orden nacional que actúan de acuerdo 
con los lineamientos que fije el Ministerio al cual se encuentren adscritas. 
Como se observa en lo descrito anteriormente, la institucionalidad de los servicios públicos 
domiciliarios en Colombia es amplia, e incluye en todo momento una participación del gobierno, 
quien fija la política pública que se seguirá para la eficiencia en materia de prestación de servicios 
públicos domiciliarios. A continuación, se hará una breve reseña de la incidencia de la prestación 
de servicios públicos domiciliarios en la calidad de vida de los asociados, y en el alcance de la 
procura existencial de estos. 
3. Servicios públicos domiciliarios como garantía de la satisfacción de necesidades 
básicas y procura existencial.  
Como se mencionó anteriormente el Estado social de Derecho se fundamenta en los criterios de 
igualdad material entre los asociados, y esto se logra a partir de la consagración de una serie de 
derechos del Estado bajo el componente de justicia social. Esto implica proteger una serie de 
derechos sociales como el empleo, la seguridad social, la educación, entre otros y darles la categoría 
de fundamentales (Heller, 1983). 
Respecto de la prestación de servicios públicos es importante mencionar que la Constitución de 
1991, considera esta la eficiencia en la prestación de estos es inherente a la finalidad del Estado, 




comunidades organizadas, bajo las reglas de mercado que emite la administración pública mediante 
la función de regulación.  
Considerando que esta clase de servicios públicos responden a necesidades básicas de la población 
en general, lo que quiere decir que están intrínsecamente ligados al concepto de dignidad humana 
y en consecuencia su prestación efectiva tiene un impacto significativo en la calidad de vida de 
todas las personas. Por tanto, con el "Estado social de derecho", existe una conexión entre las 
actividades del Estado y la satisfacción de necesidades básicas de los habitantes de este, razón por 
la cual en aspectos específicos se hace necesaria la intervención estatal.  
Al respecto, como lo indica Maldonado (2010) los servicios públicos domiciliarios atienden 
necesidades básicas de la población, por ello el Estado debe intervenir mediante la regulación a las 
empresas prestadoras, a fin de garantizar la ampliación de la cobertura, la calidad en la prestación, 
la atención de necesidades insatisfechas de la población, la continuidad en la prestación, todo ello 
bajo una tarifa que contemple los criterios de equidad y solidaridad. 
Referente a lo anterior, la Corte Constitucional ha señalado que la dignidad humana es un concepto 
normativo básico, relacionado con las condiciones para garantizar la existencia material, dentro del 
alcance de esta garantía, no cabe duda de que debe incluirse la prestación de servicios públicos 
esenciales (Corte Constitucional, Sentencia T-581 de 2008).  
Lo anterior quiere decir que, al ser el concepto de dignidad humana esencial en el marco del Estado 
Social de Derecho, la prestación de servicios públicos domiciliarios (considerados como 
esenciales) debe ser garantizada para los asociados, esto teniendo en cuenta que la falta de servicios 
como la energía eléctrica, el saneamiento básico, el acueducto e el gas domiciliario pueden afectar 
sustancialmente las condiciones de vida digna de una persona. 
 
Lo anterior, es reafirmado por Musgrave (1959) la intervención estatal en la economía y los 
mercados, debe enfocarse en tres objetivos a saber, el primero de ellos la provisión de bienes 
públicos que el asociado no puede obtener por sí mismo como lo es la salud o la infraestructura, en 
segundo lugar es la búsqueda de la equidad mediante la redistribución del ingreso y la riqueza y 
por último se encuentra todo el manejo de la política fiscal y presupuestaria que debe orientarse 




Esas condiciones de vida digna se conocen también bajo el concepto de procura existencial que 
surge en el marco del Estado social alemán, específicamente a partir de los estudios de Ernst 
Forsthoff, y hace referencia a aquellas necesidades de los individuos que el Estado debe atender, 
ya que por cuenta propia los asociados no podrán hacerlo.  
Al respecto, Magaldi (2010) indica que el Estado debe ser garante de las condiciones existenciales 
de sus habitantes, que surgen con la evolución de las sociedades modernas, en ese sentido siendo 
Colombia un Estado social de derecho debe garantizar que dichos servicios se presten de manera 
continua y eficiente, precisamente por ello se abrió paso la libre entrada en este mercado, que hace 
referencia como lo indica Arias (2008) supone la entrada de actores particulares al mercado.  
Dicho concepto, también se trae de presente por la Corte Constitucional cuando hace referencia a 
la importancia de garantizar la prestación de los servicios públicos domiciliarios señalando que 
estos: 
(…) responden al concepto de procura existencial que se encuentra en la raíz de la 
transformación de este modelo estatal (…), de ahí su particular relevancia constitucional. 
Cobra así sentido la previsión del artículo 368 según la cual los servicios públicos 
domiciliarios cubren las necesidades básicas de los asociados, de ahí que se puedan 
establecer subsidios para que las personas de menores ingresos puedan pagar las tarifas 
fijadas como contrapartida a su prestación (Corte Constitucional, Sentencia T-781 de 
2018). 
En concreto, en el momento en el que el constituyente señala que la prestación de servicios públicos 
son inherentes a aquellos fines sociales del Estado, ello se debe entender en la medida que 
corresponden a la provisión de un tipo de bienes que en primer lugar satisfacen necesidades básicas 
esenciales de las personas, y en segundo lugar no pueden ser suplidos por ellos mismos.  
En Colombia, la cobertura total en materia de servicios públicos domiciliarios no se ha logrado en 
su totalidad, 16 años después de haberse proferido la Ley 142 de 1994 es notorio que a la fecha aún 
persisten deficiencias al respecto, ya que muchas zonas rurales no cuentan con la prestación de 




Ahora bien, en el marco de la situación actual que vive Colombia, en la cual se buscan las 
herramientas necesarias para la construcción de la Paz, resulta indispensable que las obligaciones 
del Estado se cumplan de manera estricta en el territorio nacional, y en consecuencia que se puedan 
satisfacer las necesidades básicas de la población, siendo un camino para ellos la cobertura y 
calidad en la prestación de servicios públicos domiciliarios (Navas y Cubides, 2018).  
En este mismo sentido, en la construcción de la paz resulta esencial la garantía del bienestar social 
como lo advierten Navas y Pérez (2019) quienes señalan que cada acción que pretenda realizar el 
Estado debe enmarcarse en la garantía de los derechos humanos consagrados como fundamentales, 
a fin de que exista plena concordancia con las finalidades sociales de este, y se logre efectivamente 
garantizar un adecuado bienestar social para los administrados (p.194).  
Y es que precisamente, en el caso de los servicios públicos domiciliarios se está frente a una serie 
de prestaciones, cuya ineficiencia o discontinuidad puede representar la vulneración de derechos 
como la salud, la vida, la dignidad humana, entre otros. En esa medida, en garantía de esos derechos 
fundamentales el Estado debe intervenir de manera efectiva fijando reglas para la prestación de 
dichos servicios de manera eficiente y de calidad.  
 
Conclusiones  
Como se ha logrado evidenciar en el presente artículo de investigación, los servicios públicos 
domiciliarios son un elemento esencial para la realización efectiva de los Derechos Fundamentales 
de los individuos en la medida que suplen necesidades básicas de la población, es por ello por lo 
que el constituyente entiende que es una obligación del Estado garantizar su prestación en términos 
de calidad y eficiencia a toda la población. 
 
No obstante, también debe ser claro que este tipo de servicios públicos tiene la característica de 
onerosidad, lo que quiere decir que debe existir un pago por estos, a fin de que la actividad sea 
sostenible y pueda ser continua, en ese sentido la gratuidad no puede ser un elemento contemplado 




En consecuencia, en el momento de hacer el análisis y expedir la regulación sobre la tarifa de 
prestación del servicio público domiciliario para cada empresa, deberá atender los criterios de 
eficiencia económica que se entiende como un régimen de tarifas ajustado a la realidad que refleje 
la estructura de los costos económicos de la prestación del servicio. También se debe contemplar 
la suficiencia financiera que hace referencia a que las tarifas deben garantizar la recuperación de 
costos y gastos de la operación, lo que incluye la expansión, reposición y mantenimiento de 
infraestructuras a fin de garantizar la eficiente prestación del servicio. 
Ahora bien, respecto de la consideración de servicios públicos como Derechos Fundamentales, es 
importante mencionar que únicamente se ha reconocido como tal por parte de la Corte 
Constitucional aquel relacionado con el consumo del agua. Sin embargo, en otros casos de servicios 
públicos domiciliarios como la energía eléctrica y el gas natural pueden ser considerados como 
derechos fundamentales por conexidad, y en ese sentido se ha considerado que existen algunos 
límites para las empresas de servicios públicos domiciliarios frente a la suspensión. En ese sentido, 
se consideran límites a la suspensión el respeto por el debido proceso, o también en aquellos casos 
donde la suspensión suponga una vulneración a otros derechos como en los hospitales quienes 
prestan un servicio de salud, en estos casos se considera que la suspensión puede afectar 
gravemente Derechos Fundamentales por lo cual la empresa debe considerar otros métodos frente 
al no pago de sumas de dinero.  
 
Así entonces, si bien el uso de la facultad de suspensión se encuentra explicito en el Contrato de 
Condiciones Uniformes suscrito entre la empresa de servicios públicos y el usuario o suscriptor, 
este debe someterse a lo señalado en la ley y la jurisprudencia al momento de ejercerse, para con 
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